

























RESUMEN:	Las	 cláusulas	de	 revisión	 salarial,	 a	pesar	de	 su	menor	uso	 en	 la	 actualidad,	 siguen	 siendo	el	 principal	 referente	 al	 que









modify	 the	 salary	during	 the	 term	of	 the	 collective	agreement.	However,	during	 the	 economic	 crisis	 trend	 changes	 in	 inflation	and










Sin	 duda,	 nada	 crea	mayor	 conflictividad	 que	 los	 cambios	 inesperados	 que	 eran	 de	 imposible	 previsión	 durante	 una	 negociación
colectiva.	En	los	años	2008	y	2009	fuimos	testigos	de	la	conflictividad	judicial	que	provocó	la	constatación	de	que	el	IPC	real	durante
esos	años	había	sido	 inferior	al	 IPC	previsto	por	el	Gobierno	en	 la	Ley	de	Presupuestos	Generales	del	Estado	(LPGE).	Habitualmente
—durante	17	años	seguidos—	el	IPC	real	venía	siendo	superior	al	IPC	previsto	por	lo	que	a	principios	del	año	siguiente,	conforme	a	una
cláusula	de	salvaguarda	salarial	pactada	en	convenio	colectivo,	los	trabajadores	recibían	la	diferencia	entre	el	IPC	real	(el	que	debían
percibir)	 y	 el	 IPC	previsto	 (el	 que	percibieron	durante	 todo	el	 año).	 Sin	 embargo,	 en	2008	y	 2009	 el	 supuesto	 fue	 el	 inverso,	 lo	que
provocó	que	algunas	empresas	reclamaran	la	devolución	de	las	cantidades	percibidas	indebidamente	por	los	trabajadores.
Sumado	 a	 ello,	 las	 dificultades	 económicas	 de	 las	 empresas	 provocaron	 reticencias	 a	 la	 hora	 de	 aumentar	 los	 salarios	 conforme	 a
pactos	realizados	con	anterioridad	a	la	crisis	económica.	Las	empresas	alegaban	que	no	existía	un	IPC	previsto	por	parte	del	Gobierno,
por	 lo	que	ante	 la	 falta	del	presupuesto	material	pactado,	 la	 cláusula	de	 revisión	 salarial	devenía	nula	y	 sin	efecto.	Esta	negativa	a
aumentar	el	salario	derivó	en	demandas	ante	los	Tribunales	por	parte	de	los	trabajadores	con	objeto	de	exigir	lo	convenido.


















En	 fin,	 todas	 estas	 cuestiones	 se	 tratarán	 en	 este	 estudio	 con	 objeto	 de	 dar	 seguridad	 jurídica,	 aportando	 argumentos	 y	 soluciones
fundadas	 en	 Derecho.	 No	 obstante,	 no	 será	 posible	 obtener	 conclusiones	 generales	 y	 unificadas	 a	 los	 diferentes	 problemas.	 Como
señala	la	doctrina,	las	cláusulas	de	revisión	salarial	adolecen	en	nuestro	país	de	una	falta	absoluta	de	coordinación	y	homogeneidad	en
cuanto	 a	 lo	 que	 la	 forma	 se	 refiere4).	 Por	 ello,	 dado	 que	 cada	 cláusula	 de	 revisión	 salarial	 es	 diferente	 y	 la	 interpretación	 debe








revisión	 salaria	 está	 formada	 por	 dos	 elementos:	 el	 incremento	 inicial	—una	 primera	 revisión—	 y	 una	 posterior	 regularización
conforme	al	IPC	real	—una	segunda	revisión—5).
Pues	bien,	en	orden	a	fijar	la	subida	inicial	de	salarios	las	partes	son	libres	de	pactar	conforme	deseen	el	lugar	de	donde	se	obtendrá
ese	 incremento	 inicial;	 i)	pactando,	por	ejemplo,	que	 será	el	 IPC	previsto	por	el	Gobierno;	 ii)	 la	previsión	del	 IPC	establecida	en	 los
Presupuestos	Generales	 del	 Estado,	 especificando,	 en	 este	 caso,	 que	 la	 previsión	 a	 tener	 en	 cuenta	 será	 la	 establecida	 en	 la	 Ley	 de
Presupuestos	Generales	del	Estado,	y	no	en	ningún	otro	tipo	de	previsión	que	el	Gobierno	pueda	realizar;	iii)	incluso	las	partes	podrían

























Gobierno,	 sino	 que	 es	 suficiente	 con	 que	 conste	 que	 existe	 una	 previsión	 real/auténtica,	 el	 Tribunal	 busca	 la	 acreditación	 de	 esa
previsión	auténtica	del	IPC	por	parte	del	Gobierno.









De	 esta	 forma,	 el	 Tribunal	 Supremo,	 al	 igual	que	 la	doctrina	 científica	mayoritaria	 veníamos	 entendiendo	que	mientras	 exista	una
revalorización	de	las	pensiones	en	la	Ley	de	Presupuestos	Generales	del	Estado	existiría	al	menos	un	IPC	previsto	por	el	Gobierno11).
De	hecho,	el	Tribunal	Supremo	ha	seguido	manteniendo	su	criterio	incluso	ante	la	congelación	de	las	pensiones	sufrido	en	el	2010.	La	
STS	 de	 26	 de	 junio	 de	 2012	 (RJ	 2012,	 8965)	 (rec.	 198/2011)	 resuelve	 un	 conflicto	 similar	 donde	 la	 empresa	 alegaba	 que	 tras	 la
congelación	de	las	pensiones	derivado	del	art.	4	del	 RD-Ley	8/2010	se	vaciaba	de	contenido	la	previsión	convencional	que	obligaba	a
realizar	un	incremento	según	el	«IPC	estatal».	Ante	ello,	el	Tribunal	descartaba	la	argumentación	de	la	empresa	estableciendo	que	la
suspensión	de	revalorización	establecida	con	carácter	general	no	afecta	ni	a	 las	pensiones	mínimas,	ni	a	 las	pensiones	del	 régimen
SOVI,	ni	a	 las	pensiones	no	contributivas	del	 sistema	de	Seguridad	Social.	Para	 todos	esos	 supuestos	de	pensiones	 se	estableció	una
revalorización	del	1%	para	2011	y,	por	ello,	dice	el	Tribunal,	ésta	es	la	revalorización	que	se	debería	considerar	de	acuerdo	a	su	propia











De	 esta	manera,	 actualmente	no	 es	posible	 afirmar	que	 la	 revalorización	de	 las	pensiones	 establecida	 en	 la	LPGE	 corresponde	a	 la
previsión	del	 IPC	del	Gobierno.	Quedando,	 con	ello,	 ineficaz	 la	 solución	dada	por	el	Tribunal	 Supremo	para	dar	 contenido	al	pacto
convencional	por	el	que	se	pactaba	un	aumento	inicial	conforme	al	IPC	previsto.










Gobierno	 y,	 además,	 estar	 emitida	 a	 través	 del	 Boletín	 oficial	 del	 Estado	 o	 cualquier	 otro	 documento	 oficial:	 sea	 la	 documentación











c)	La	 tercera	conclusión,	derivada	de	 lo	anterior,	es	que	 la	Sentencia	da	prioridad	a	una	revisión	posterior	sobre	una	anterior15).	 El
Tribunal	 entiende	 más	 fidedigna,	 y	 más	 ajustada	 a	 la	 realidad,	 la	 previsión	 con	 mayor	 proximidad	 al	 momento	 de	 efectuar	 el
incremento	salarial.
En	el	mismo	sentido	se	pronuncia	el	Voto	Particular	a	la	 STS	de	de	17	de	junio	de	2010	(RJ	2010,	6293)	donde	se	critica	la	utilización
del	 IPC	 previsto	 por	 el	 Gobierno	 en	 la	 Ley	 de	 presupuestos	 del	 Estado,	 apoyando	 por	 el	 contrario	 la	 realizada	 en	 el	 Boletín	 de
Coyuntura	 Económica	 del	 Ministerio	 de	 Economía.	 El	 Magistrado	 basa	 su	 preferencia	 dado	 que	 por	 imperativo	 constitucional	 la






momento	 en	 el	 que	nace	 el	 derecho	al	 incremento	 inicial	 a	 principio	de	 año	derivado	de	una	probabilidad	mayor	de	 acierto	 en	 la
predicción.






que	 el	 IPC	 sólo	 tienen	 en	 cuenta	 una	 parte	 de	 los	 bienes	 y	 servicios	 de	 consumo	doméstico,	 la	 llamada	 cesta	 de	 bienes	 y	 servicios
representativos16).	Por	ello,	se	podría	argumentar	que	ambos	no	son	conceptos	equivalentes17).




En	 definitiva,	 es	 un	 asunto	 complicado.	 No	 obstante,	 considero	 que	 hay	 razones	 para	 entender	 como	 equivalente	 el	 deflactor	 del
consumo	privado	y	el	IPC	a	los	meros	efectos	de	dar	cumplimiento	a	lo	pactado	en	una	cláusula	de	revisión	salarial.	En	primer	lugar,
una	interpretación	teleológica	debe	llevar	a	entender	que	la	forma	de	medir	exacta	(cesta	de	bienes	preferentes	o	todos	los	bienes	de	la




para	que	produzca	efecto».	De	 la	 aplicación	de	 este	precepto,	 entiendo	que,	 entre	varias	 soluciones	 interpretativas	posibles,	 se	debe
acoger	aquella	que	de	efectos	a	la	cláusula.	Por	ello,	ante	una	interpretación	que	lleva	a	la	inexistencia	de	presupuesto	material	y	que
hace	ineficaz	 la	cláusula	pactada	por	 las	partes	negociadoras	y	otra	que	sí	permite	 la	aplicación	de	 la	cláusula:	se	debe	optar	por	 la
segunda18).
Recuérdese	 que	 todo	 esto	 es	 aplicable	 en	 caso	 de	 que	 el	 mandato	 convencional	 reconduzca	 al	 «IPC	 previsto	 por	 el	 Gobierno»





posibilidad,	 de	 acuerdo	 con	 la	 recomendación	 del	 II	 AENC,	 es	 que	 los	 negociadores	 establezcan	 un	 porcentaje	 inicial	 de	 aumento
salarial	concreto	y	que	no	dependa	de	ningún	índice	de	manera	directa.
III.	LA	REVISIÓN	SALARIAL	CONFORME	AL	IPC	REAL	QUE	RESULTA	INFERIOR	AL	INCREMENTO	INICIAL
Establecido	 el	 incremento	 inicial	—sea	 conforme	 al	 IPC	 previsto	 o	 conforme	 a	 un	 porcentaje	 dado—	 muchos	 convenios	 colectivos
también	 incluyen	una	revisión	conforme	al	 IPC	real	una	vez	 sea	conocido.	Esta	 segunda	parte	de	 la	 cláusula	de	 revisión	 salarial	 se
llama	la	salvaguarda	salarial	y	tiene	por	objetivo	el	mantenimiento	del	poder	adquisitivo	de	los	trabajadores19).	De	esta	forma,	en	el
supuesto	 ordinario	 a	 final	 de	 año,	 una	 vez	 conocido	 el	 IPC	 real,	 los	 trabajadores	 percibirían	 las	 diferencias	 entre	 lo	 que	 cobraron
durante	el	año	(aumento	inicial)	y	lo	que	debieron	percibir	(IPC	real)	asegurando	que	los	trabajadores	no	pierden	poder	adquisitivo.














aceptará	 una	 disminución	 de	 las	 tablas	 salariales	 para	 el	 año	 siguiente	 con	 objeto	 de	 que	 se	 adapten	 al	 IPC	 real,	 y	 también	 la
compensación	de	los	salarios	recibidos	en	exceso	por	los	trabajadores.
3)	Cláusulas	semibidireccionales:	Por	último,	 las	cláusulas	semibidireccionales	son	aquellas	que	establecen	 la	consolidación	hacia	el
pasado	 de	 las	 tablas	 salariales	 pero	 no	 hacia	 el	 futuro.	 Es	 decir,	 con	 este	 tipo	 de	 cláusulas,	 las	 tablas	 salariales	 del	 año	 siguiente
tendrían	 como	 base	 el	 IPC	 real	 (menor	 de	 lo	 que	 venían	 cobrando	 los	 trabajadores),	 sin	 embargo,	 el	 empresario	 no	 podría	 exigir
devolución	alguna	de	lo	cobrado	por	los	trabajadores.
Ante	 estas	 tres	 posibilidades	 el	 Tribunal	 Supremo21)	 establece	 que	 con	 objeto	 de	 conocer	 ante	 qué	 tipo	 de	 cláusula	 se	 está	—y	 sus
efectos	 jurídicos—	 se	 debe	 recurrir	 a	 los	 criterios	 hermenéuticos.	 De	 esta	 forma,	 lo	 principal	 será	 atender	 al	 sentido	 propio	 de	 las
palabras	establecidas	en	la	cláusula	cuando	los	términos	del	convenio	sean	claros.	Sin	embargo,	la	exigencia	de	claridad	se	predica	en
relación	a	 todo	el	convenio	no	siendo	suficiente	 la	consideración	aislada	del	precepto,	por	 lo	que	será	necesaria	una	 interpretación
sistemática	 de	 todo	 el	 sistema	 salarial	 fijado	 en	 el	 convenio.	 Por	 último,	 de	 acuerdo	 con	 el	 art.	 1281	 Código	 Civil	 será	 necesario








De	esta	forma,	en	un	primer	momento,	 la	 jurisprudencia	se	decantó	por	entender	como	unidireccional	 todas	aquellas	cláusulas	que
contenían	 términos	neutros	 como	«revisión»25),	 «regulación»26),	 «liquidación»27),	 «revalorización»28),	 «hasta	 alcanzar	 el	 IPC	 real»29),
etc.	Términos	que	igualmente	podrían	referirse	a	un	aumento	del	salario	o	a	una	reducción.	De	este	modo,	el	Tribunal	Supremo	optó
por	 la	 seguridad	 jurídica30)	 al	 no	 intentar	 presuponer	 si	 con	 los	 términos	 neutros	 se	 pretendía	 la	 bidireccionalidad	 —o	 la
semibidireccionalidad—,	entendiendo	que	ésta	sólo	existía	si	se	pactaba	de	manera	«clara	y	contundente».
No	obstante,	con	el	paso	del	tiempo,	la	postura	del	Tribunal	Supremo	parece	haberse	relativizado.	En	un	primer	momento,	el	Tribunal
Supremo	 solamente	 entendía	 que	 las	 cláusulas	 podían	 ser	 unidireccionales	 o	 bidireccionales	 descartando	 la	 posibilidad	 de	 que	 las
partes	pudieran	haber	pactado	 cosas	distintas	para	 la	 consolidación	hacia	 el	 pasado	y	hacia	 el	 futuro	de	 las	 tablas	 salariales.	A	mi
juicio,	esto	provocó	que	el	Tribunal	Supremo	con	objeto	de	evitar	que	los	trabajadores	tuvieran	que	devolver	cantidades	ya	percibidas
negó	también	un	ajuste	salarial	(un	menor	aumento	salarial	conforme	al	IPC	real)	para	las	tablas	salariales	del	año	siguiente.
Pues	 bien,	 recientemente,	 el	 Tribunal	 Supremo	 ha	 empezado	 a	 entender	 que	 la	 cláusula	 salarial	 pudo	 haber	 pactado	 cuestiones
diferentes	para	cada	una	de	las	cuestiones	objeto	de	interpretación.	De	esta	forma,	las	cláusulas	semibidireccionales	entraron	en	juego,
entendiendo	el	Tribunal	que	términos	como	«regularizar»31)	o	«revisión»32)	implican	que	las	tablas	salariales	del	año	siguiente	podían
confeccionarse	 en	 base	 al	 IPC	 real,	 aunque	 éste	 fuera	 menor	 que	 el	 aumento	 inicial	 percibido	 durante	 todo	 el	 año.	 De	 hecho,	 el
Tribunal	 Supremo33),	 cambiando	 su	 doctrina,	 parece	 sostener	 ahora	 que	 la	 situación	 por	 defecto	 será	 que	 la	 cláusula	 es



















entenderá	 que	 una	 cláusula	 salarial	 es	 semibidireccional	 salvo	 que	 se	 pactara	 de	 forma	 clara	 y	 expresa	 otra	 cosa.	 Con	 esta
interpretación	—como	regla	general—	 los	 trabajadores	no	deberían	devolver	nada	de	 lo	percibido,	pero	 las	 tablas	salariales	del	año
siguiente	serían	inferiores,	no	sólo	a	lo	que	vinieron	percibiendo	durante	el	año,	sino	que	el	salario	se	reduciría	respecto	a	las	tablas
salariales	que	se	pactaron	en	el	convenio	(en	un	1.0%).





a)	Literalidad	 de	 la	 cláusula:	 La	 primera	 objeción	 consiste	 en	 negar	 la	 irrelevancia	 de	 que	 el	 IPC	 sea	 negativo.	 La	 primera	 opción
interpretativa	se	basa	en	que	es	irrelevante	los	efectos	de	la	cláusula	a	la	hora	de	su	interpretación.	Sin	embargo,	a	mi	juicio,	esto	no	es
así.	La	mayoría	de	cláusulas	de	revisión	salarial	están	incluidas	en	el	apartado	de	«incremento	salarial»	o	derivados.	De	esta	forma,
suscrita	 la	 redacción	 de	 la	 cláusula	 dentro	 del	 ámbito	 de	 los	 incrementos	 salariales	 difícilmente	 se	 podrá	 justificar	 una	 reducción.
Hasta	ahora	el	debate	se	centraba	entre	un	incremento	conforme	al	IPC	previsto	o	un	incremento	menor	conforme	al	IPC	real,	pero	en
ambos	casos	se	trataba	de	un	«incremento»,	por	lo	podía	entrar	dentro	de	las	opciones	interpretativas.	Sin	embargo,	desde	el	momento
en	que	 la	revisión	conforme	al	 IPC	real	significa	una	disminución	del	salario,	esta	opción	 interpretativa	no	parece	caber	dentro	del

























Esta	 solución	 interpretativa	 lleva	 a	 entender	 que	 ante	 una	 situación	 deflacionaria	 todas	 las	 cláusulas	 de	 revisión	 salarial	 son
unidireccionales	y	que	el	 aumento	 inicial	no	puede	 reducirse.	Es	decir,	 según	esta	doctrina	es	posible	que	 la	 cláusula	a	 interpretar
fuera	bidireccional	o	semibidireccional	para	el	caso	de	que	el	IPC	previsto	fuera	superior	al	real	dado	que	es	un	supuesto	que	las	partes
pudieron	prever	 y	 pactar	 sobre	 ello,	 sin	 embargo	 en	 el	 caso	 de	 IPC	negativo	 esa	misma	 cláusula	 sería	 unidireccional	 dado	que	 las
partes	en	ningún	caso	pudieron	prever	ni	pactar	sobre	tal	circunstancia.








Ello,	a	mi	 juicio,	debe	conducir	a	sostener	que	no	es	posible	aplicar	un	 IPC	negativo;	ni	para	 la	consolidación	hacia	el	 futuro	de	 las
tablas	 salariales,	 ni	 tampoco	 hacia	 el	 pasado.	 Debiendo	 entenderse,	 pues,	 que	 cuando	 el	 IPC	 es	 negativo	 la	 revisión	 salarial	 puede
aplicarse	pero	no	puede	realizarse	en	negativo	(deberá	entenderse	como	un	periodo	de	congelación	salarial).	De	esta	forma,	existirán
tres	posibilidades:
1)	 Unidireccional:	 Si	 el	 Tribunal	 llega	 a	 la	 conclusión	 de	 que	 la	 cláusula	 es	 unidireccional,	 el	 aumento	 inicial	 se	 consolidará	 como
aumento	salarial	definitivo	no	teniendo	los	trabajadores	que	devolver	cantidad	alguna;	y	consolidándose	ese	aumento	salarial	inicial
como	base	para	las	tablas	salariales	del	año	siguiente.
2)	 Bidireccional:	 Si	 el	 Tribunal,	 conforme	 a	 las	 reglas	 interpretativas	marcadas	 anteriormente,	 entiende	 que	 la	 cláusula	 es	 de	 tipo
bidireccional,	los	trabajadores	deberán	devolver	el	aumento	inicial	pactado	que	han	venido	disfrutando	durante	ese	año	y,	además,	el































está	 ante	 la	 elección	 de	 dos	 aumentos	 salariales	 (una	 superior	 y	 uno	 inferior)	 sino	 que	 los	 tribunales	 deberán	 dictaminar	 si	 las
cláusulas	de	revisión	salarial	pueden	utilizarse	para	reducir	el	salario
En	este	 estudio	 se	plantean	 tres	posibilidades	u	opciones	 interpretativas:	dos	extremas	y	una	 conciliadora	de	 las	dos	anteriores.	La
primera	implica	defender	que	no	existe	diferencia,	a	la	hora	de	interpretar	una	cláusula	de	revisión	salarial,	entre	que	el	IPC	real	haya
sido	 positivo	 o	 negativo.	 De	 esta	 forma,	 se	 debería	 aplicar	 la	 doctrina	 clásica	 del	 Tribunal	 Supremo	 sobre	 estas	 cláusulas	 sin
matizaciones.	 En	 segundo	 lugar,	 en	 el	 extremo	 contrario,	 se	 puede	 argumentar	 que	 no	 es	 posible	 aplicar	 una	 cláusula	 de	 revisión
salarial	 en	 un	 periodo	 deflacionario.	 Este	 tipo	 de	 cláusulas	 tiene	 por	 objetivo	 proteger	 al	 trabajador	 de	 las	 pérdidas	 de	 poder
adquisitivo	y	se	pactan	sobre	la	base	de	la	existencia	de	un	periodo	inflacionista,	por	 lo	que	en	un	momento	deflacionista	no	deben









Sin	embargo,	esta	difícil	previsión	no	debe	 impedir	 totalmente	 la	aplicación	de	 la	 cláusula	de	 revisión	sino	 simplemente	 fijar	 como
mínimo	la	estabilidad	salarial.
En	 fin,	 la	 inseguridad	 jurídica	 y	 la	 conflictividad	 alrededor	 de	 las	 cláusulas	 de	 revisión	 salarial	 están	 servidas.	 Algo	 que
irremediablemente	conducirá	a	una	disminución	—todavía	mayor—	 del	uso	de	este	 tipo	de	 cláusulas.	Por	ello,	quizá	 sería	un	buen
momento	 para	 sustituir	 la	 forma	 en	 que	 se	 modifican	 los	 salarios	 durante	 la	 vigencia	 de	 un	 convenio	 colectivo	 en	 orden	 a	 que
aparezcan	otras	fórmulas	que	permitan	una	mayor	adaptación	del	salario	a	las	condiciones	y	resultados	particulares	de	la	empresa,
tanto	al	alza	como	a	la	baja.	Complementos	salariales	como	la	participación	en	beneficios	o	en	productividad	no	deben	verse	solamente





































SSTS	de	21	de	junio	de	2010	(RJ	2010,	5592)	(rec.	160/2009);	 13	de	julio	de	2010	(RJ	2010,	5596)	(rec.	1/2010);	 14	de	julio	de	2010	(RJ	2010,	7114)	(rec.	247/09);	 20	de
septiembre	de	2010	(RJ	2010,	7442)	(rec.	176/2009);	 21	de	septiembre	2010	(RJ	2010,	7569)	(rec.	223/2009);	 20	de	octubre	2010	(RJ	2010,	7817)	(rec.	425/2010);	 18	de	enero
de	2011	(RJ	2011,	251)	(rec.	83/2010);	 27	de	enero	de	2011	(RJ	2011,	2440)	(rec.	209/2009);	 24	de	febrero	de	2011	(RJ	2011,	2978)	(rec.	ud.	120/2010);	 1	de	marzo	de	2011	(RJ






(rec.	1/2010);	 14	de	julio	de	2010	 (RJ	2010,	 7114)	 (rec.	 247/09);	 20	de	septiembre	de	2010	 (RJ	2010,	 7442)	 (rec.	 176/2009);	 21	de	septiembre	2010	 (RJ	 2010,	 7569)	 (rec.
223/2009);	 20	de	octubre	2010	(RJ	2010,	7817)	(rec.	425/2010);	 18	de	enero	de	2011	(RJ	2011,	251)	(rec.	83/2010);	 27	de	enero	de	2011	(RJ	2011,	2440)	(rec.	209/2009);	 24
de	febrero	de	2011	(RJ	2011,	2978)	(rec.	ud.	120/2010);	 1	de	marzo	de	2011	(RJ	2011,	3414)	(rec.	109/2010);	 13	de	abril	de	2011	(RJ	2011,	3948)	(rec.	105/2010);	 15	de	abril








































En	este	sentido,	 SSTS	de	18	de	febrero	del	2010	(RJ	2010,	2362)	(rec.	87/09);	 25	de	febrero	del	2010	(RJ	2010,	2363)	(rec.	108/09);	 24	de	marzo	del	2010	(RJ	2010,	4009)
(rec.-82/09);	 5	de	abril	del	2010	(RJ	2010,	1482)	(rec.	119/09);	 18	de	mayo	del	2010	(RJ	2010,	5318)	(rec.	172/09);	 8	de	julio	del	2010	(RJ	2010,	5594)	(rec.	125/09);	 22	de

































Convenio	 se	 titula	 Incremento	 salarial.	Derivado	de	 ello,	más	 razones	hay	 todavía	para	negar	una	verdadera	 reducción	del	 salario.	 En	 contra	 SEMPERE	NAVARRO,	A.	 «Sobre	 las
revisiones	salariales	indexadas	con	el	IPC	(al	hilo	del	caso	Sogecable)»	op.	cit.,	pág.	13,	establece	que	el	incremento	de	algo	equivale	a	su	aumento,	acrecentamiento	o	extensión,
pero	en	el	ámbito	de	la	Economía	se	ha	extendido	la	expresión	«crecimiento	negativo»	o	«incremento	negativo»,	de	esta	manera	el	autor	sostiene	que	sería	posible	un	incremento
negativo,	aunque	las	partes	pactarán	un	incremento.
37
STSJ	de	18	de	octubre	de	1993	(rec.	5840/1993).
38
STSJ	de	Cataluña	de	13	de	febrero	de	2008	(JUR	2008,	145707)	(rec.	8523/2007).	En	el	mismo	sentido,	SEPÚLVEDA	GÓMEZ,	M.	«Revisiones	salariales	de	2009...»,	op.	cit.,	pág	284,
además	esta	autora	entiende	que	«Al	tener	el	convenio	colectivo	eficacia	normativa	y	actuar	como	norma	frente	a	la	generalidad	de	sus	destinatarios,	todo	efecto	derivado	de	la
aplicación	de	la	misma	ha	de	estar	contenido	expresamente	en	la	norma,	esto	es,	debe	haber	un	presupuesto	normativo	expreso	al	que	aplicar	el	efecto	previsto».
39
STS	de	6	de	marzo	de	2012	(RJ	2012,	4169)	(rec.	10/2011);	de	 2	de	abril	de	2012	(RJ	2012,	5563)	(rec.	2217/2011);	de	 13	de	junio	de	2012	(RJ	2012,	8545)	(rec.	109/2011).
40
STSJ	de	Cataluña	de	12	de	enero	de	2010	(AS	2010,	917)	(núm.	30/2009);	 SSTSJ	de	Cataluña	de	9	de	junio	de	2009	(AS	2009,	2224)	(rec.	10/2009)	y	de	 8	de	julio	de	2009	(AS
2009,	2323)	(núm.	12/2009).
41
Se	debe	matizar	que	el	Tribunal,	en	esta	Sentencia	(a	pesar	de	lo	que	pueda	parecer	por	la	cita	extraída	sin	modificar	de	la	Sentencia)	no	enjuicia	un	verdadero	caso	de	deflación
sino	un	supuesto	en	el	que	el	IPC	real	era	inferior	al	previsto.	Sin	embargo,	no	cabe	duda	que	los	argumentos	expuestos	son	aplicables	al	supuesto	de	deflación,	entre	otras	cosas
porque	de	la	redacción	de	la	Sentencia	se	puede	extraer	que	en	la	mente	del	juzgado	se	estaba	ante	una	verdadera	situación	deflacionaria.
42
Como	establece	la	 STS	8	de	noviembre	de	2006	(RJ	2006,	8266)	(rec.	135/2005),	en	orden	a	la	interpretación	de	cláusulas	de	convenios	colectivos	y	acuerdos	colectivos,	se	debe
atribuir	un	amplio	margen	de	apreciación	a	los	órganos	jurisdiccionales	de	instancia,	debido	a	que,	«es	ante	ellos	donde	se	ha	desarrollado	la	actividad	probatoria	relativa	a	la
voluntad	de	las	partes	y	a	los	hechos	concomitantes»,	por	lo	que	la	interpretación	de	instancia	ha	de	prevalecer,	«salvo	que	aquella	interpretación	no	sea	racional	ni	lógica,	o
ponga	de	manifiesto	la	notoria	infracción	de	alguna	de	las	normas	que	regulan	la	exégesis	contractual».
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Opción	que	el	Tribunal	Supremo	parece	que	mantiene	por	defecto	(ver	supra)
44
Siguiendo	el	art.	1287	del	 Código	Civil	«El	uso	o	la	costumbre	del	país	se	tendrán	en	cuenta	para	interpretar	las	ambigüedades	de	los	contratos».	De	esta	forma,	no	cabe	duda
que	la	costumbre	negocial	de	las	cláusulas	de	revisión	salarial	es,	desde	siempre,	el	aumento	salarial.	El	descuelgue	salarial	del	convenio	(art.	82.3	 ET)	o	la	aplicación	del	art.
41	ET	son	fórmulas	contrapuestas	a	la	revisión	salarial	que	tiene	por	objetivo	la	disminución	del	salario.
